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El anuncio por parte de una facción 
del antiguo secretariado de las Fuer-
zas Armadas Revolucionarias de 
Colombia (FARC) de regresar a las 
armas ha sido uno de los golpes más 
duros que ha recibido el Acuerdo de 
Paz que se firmó en Colombia en 
2016. El grupo disidente ha recibido 
un sonoro rechazo, especialmente 
contundente por parte de sus excom-
pañeros reincorporados, que se han 
integrado en la vida política a través 
del movimiento político Fuerza Al-
ternativa Revolucionaria del Común.  
 
Si bien el 90% de los reincorporados 
permanecen fieles al Acuerdo, no 
faltan motivos de preocupación. El 
primero radica en la lentitud de su 
implementación, toda vez que el go-
bierno afronta con poca voluntad los 
retos que supone la paz. Esta ha sido 
una excusa que han esgrimido los 
disidentes para retornar a las armas. 
El segundo motivo estriba en la inse-
guridad que afecta a los defensores 
de los derechos humanos y me-
dioambientales, y a los líderes loca-
les y reincorporados. En tercer lugar, 
preocupa la posibilidad de un recru-
decimiento de la confrontación entre 
los diferentes grupos armados activos 
en el territorio, con los que el sector 
disidente de las FARC puede tender 
puentes o, por el contrario, entrar en 
conflicto. Este panorama se produce 
además en el marco de una escalada 
de tensión con el régimen venezo-
lano, cuyo territorio está siendo usa-
do por las disidencias. 
 
Este análisis se estructura en cuatro 
partes: la primera repasa los antece-
des del anuncio de la disidencia; la 
segunda se centra en los desencade-
nantes de la ruptura; la tercera parte 
desarrolla las consecuencias políticas 
del anuncio; finalmente, se analiza la 
tensión entre Colombia y Venezuela 
y la relación de este país con las disi-
dencias.  
 
Claves del anuncio de  
la “Campaña Bolivariana por la 
nueva Colombia” 
El 29 de agosto de 2019 se hacía 
realidad uno de los mayores temores 
presentes en Colombia desde que, en 
el Teatro Colón de Bogotá, se firma-
ra el Acuerdo de Paz entre el Go-
bierno y las FARC. En una grabación 
en una zona selvática del país, apare-





cía Iván Márquez —número dos del 
antiguo secretariado de las FARC—, 
junto con siete excomandantes del 
grupo guerrillero, vestidos con uni-
forme y portando armas para anun-
ciar “una nueva etapa de lucha arma-
da”, la denominada “Campaña Boli-
variana por la nueva Colombia”. 
Concretamente, justificaban su vuelta 
a las armas como una respuesta a la 
“traición del Estado al Acuerdo de 
Paz”. El discurso de Márquez conte-
nía varios elementos que dan cuenta 
de su interpretación sobre el papel 
que ha de desempeñar la guerrilla.  
 
En primer lugar, señalaba el comien-
zo de Marquetalia II, es decir, evoca-
ba el mito fundacional de creación de 
las FARC, fijado en la agresión mili-
tar en 1964, contra lo que se denomi-
nó desde el gobierno una “república 
independiente”, que justificó el bom-
bardeo como un acto de guerra legí-
timo y no como un ataque a la pobla-
ción. Fue entonces cuando la guerri-
lla pasó a asumir un proyecto revolu-
cionario, respaldado por el modelo 
de guerra de guerrillas y el comu-
nismo de línea soviética. Al mencio-
nar Marquetalia, Márquez recuperaba 
un símbolo y recogía el testigo de la 
lucha que las FARC habían abando-
nado con su paso a la vida política. 
Asimismo, buscaba dotar de conti-
nuidad histórica a la toma de las ar-
mas y legitimarse en el derecho a 
alzarse contra un gobierno opresor.  
 
En segundo lugar, es interesante con-
trastar el anuncio de Márquez con el 
discurso tradicional de la guerrilla, 
previo a la firma del Acuerdo. En 
2003, Raúl Reyes señalaba en una 
entrevista que: “el objetivo de la lu-
cha revolucionaria de las FARC-EP 
es conquistar el poder político para 
gobernar a Colombia con el pueblo, 
para beneficio de sus intereses de 
clase” (LaHaine, 2003). Por el con-
trario, en el discurso de Márquez 
(además de en la carta que, poste-
riormente, hicieron pública los co-
mandantes disidentes), la revolución 
ocupa un lugar secundario, y el cen-
tro del discurso radica en conseguir 
la paz, que paradójicamente podría 
alcanzarse a través de las armas. En 
ese sentido, la nueva guerrilla retoma 
la construcción de un enemigo, al 
que define como “Bloque de Poder 
Dominante”, una “clase oligarca que 
siembra guerras para que las libren 
otros”, culpable de entorpecer el pro-
ceso de paz.  
 
Por otra parte, en referencia a los 
medios de financiación, se alude a la 
“contribución” de la “gente pudien-
te”, que debería respaldar el progreso 
de la comunidad, y al gravamen so-
bre las multinacionales y las econo-
mías ilícitas extractivas. En este len-
guaje no queda claro si quienes no 
“contribuyan” pasan a convertirse en 
enemigos, pero sí que la disidencia 
mantendrá sus lazos con el narcotrá-
fico y la minería ilegal, al menos en 
forma de cobro de tributos. En cam-
bio, el secuestro como método de 
financiación es reprobado. La finan-
ciación se entiende, pues, como el 





cimiento de una “nueva” lucha ar-
mada, que no atacará a policías y 
soldados, y que no será exclusiva-
mente rural; es más, este concepto 
pierde relevancia. Los disidentes han 
señalado igualmente que usarán una 
estrategia defensiva frente a las agre-
siones estatales, trasladando la res-
ponsabilidad de cualquier acto vio-
lento a la acción del Estado (que es 
quien “provoca la reacción”).  
 
En tercer lugar, el discurso de Már-
quez ofrecía una novedad frente a la 
postura clásica: en congruencia con 
el rechazo a la idea de “rebelión”, se 
habla de la apertura hacia una salida 
del conflicto por medio de la convo-
catoria de una Constituyente. En este 
línea, en un segundo comunicado, 
otro de los comandantes disidentes 
—Jesús Santrich— señalaba que: 
“las políticas neoliberales ‘imperan-
tes’ dejan como vía la recomposición 
de un diálogo político y la institucio-
nalización de los cambios a través de 
un camino constituyente abierto” (El 
Espectador, 2019). Así, el discurso 
está marcado por un horizonte de 
salidas no militares, aun poco o nada 
viables dado que el recurso “consti-
tucional” ni se abrió ante el Acuerdo 
de Paz de La Habana, ni se va a abrir 
para negociar con una disidencia que 
ha renunciado al Acuerdo retomando 
las armas.  
 
Por otro lado, otro elemento relevan-
te del discurso reside en la voluntad 
de construir alianzas con otros gru-
pos armados, empezando con una 
aproximación al Ejército de Libera-
ción Nacional (ELN), aún activo y en 
expansión en algunas regiones. Estas 
alianzas buscan incrementar la forta-
leza militar, la presencia nacional y 
la disponibilidad de los recursos.  
 
Sin embargo, el aspecto que más ha 
llamado la atención del anuncio ha 
sido su referencia hacia los políticos 
y la sociedad civil como parte de lo 
que se denomina “universo de incon-
formes”. En el pasado la guerrilla 
intentó imponer su visión militariza-
da de transformación política al con-
junto de la sociedad. Ahora en cam-
bio parece reconocerse que, en el 
Congreso y en las instituciones, hay 
personas que luchan por la paz y el 
cumplimiento del Acuerdo. En este 
sentido, se aprecia una ruptura con el 
anacrónico aislacionismo de las 
FARC, dado que se admite que den-
tro de la institucionalidad política 
hay diferentes ideas, y que algunas 
de estas coinciden con los intereses 
que la disidencia dice defender (aun 
a través de las armas), lo que refleja 
su breve paso por la vida civil.  
 
De esta manera, los disidentes insis-
ten en que, a largo plazo, podrían 
confluir con ciertas fuerzas políticas, 
sin no obstante darse cuenta de que 
la diferencia no se encuentra en los 
objetivos formulados, sino en los 
medios: violencia o política, una di-
ferencia insalvable para los que se 
han puesto del lado de la democracia. 
Además, en la historia de Colombia, 





el largo plazo no se mide en tiempo 
sino en víctimas.  
 
La implementación del Acuerdo y 
la traición como excusa 
Como se ha indicado, la razón es-
grimida para la vuelta a las armas ha 
sido la de la traición del gobierno al 
Acuerdo de Paz. No se trata de una 
postura nueva, ni subrepticia: el des-
contento de Iván Márquez con el 
cumplimiento del Acuerdo se venía 
manifestando desde hace tiempo, 
como cuando rechazó ocupar su cu-
rul en el Congreso de la República. 
Pues bien, aunque era conocido, el 
alejamiento entre el primer y segun-
do mandos dentro de la cúpula de las 
FARC reincorporadas se materializó 
a mediados de 2018. 
 
Uno de los motivos clave fue la cap-
tura en abril de 2018, a petición de 
EE.UU., de Jesús Santrich, antiguo 
miembro del secretariado de las 
FARC. Estaba acusado, a partir de 
unos videos incriminatorios, de ha-
berse involucrado en negocios de 
narcotráfico con posterioridad a la 
firma del Acuerdo. Tras un compli-
cado proceso entre la Corte Constitu-
cional y la Justicia Especial para la 
Paz (JEP), Santrich fue puesto en 
libertad condicional y apareció 
reivindicando su compromiso con la 
paz en la sede del partido FARC. 
Pero poco después abandonó el es-
quema de seguridad con el que cuen-
tan los exaltos mandos de la guerri-
lla, y huyó.  
 
Precisamente, tanto Márquez como 
los demás comandantes que partici-
paron en el anuncio, ya habían aban-
donado previamente sus zonas de 
concentración y esquemas de seguri-
dad, e incumplido su obligación de 
presentarse ante la JEP, alegando 
falta de garantías para su seguridad. 
Y es que este es el marco desde el 
que construyen su narrativa de “trai-
ción”: persecución, juego sucio e 
incumplimiento de lo pactado.  
 
Este último punto requiere un análi-
sis más pormenorizado. Es cierto que 
el cumplimiento del Acuerdo de Paz 
por parte del gobierno deja que 
desear, aunque un acuerdo con tal 
nivel de complejidad sería difícil de 
implementar para cualquier Estado. 
Sin embargo, en Colombia perdura la 
colisión entre las diferentes interpre-
taciones del conflicto, de la paz y de 
la justicia. Además, tras el cambio de 
gobierno, muchos aspectos que ya 
estaban consensuados están volvien-
do a debatirse, y otros están sufrien-
do retrasos que lastran su efectividad 
y que son objeto de una crítica feroz 
por parte del partido en el gobierno, 
el Centro Democrático, lo cual pola-
riza a la sociedad y genera incerti-
dumbres.  
 
Esta forma de obrar se ha convertido, 
tanto para el gobierno como para los 
detractores del Acuerdo, en una suer-
te de estrategia para no implementar-
lo, sin acabar con él (Rodríguez Pin-
zón, 2019: 24). En este sentido, el 
presidente Duque afronta el desafío 





de equilibrar dos escenarios convul-
sos. Por un lado, el asesinato siste-
mático de líderes sociales y de can-
didatos a elecciones locales le obliga 
a mantener el Acuerdo para garanti-
zar la estabilidad y la seguridad. Por 
otro, sufre la presión de miembros de 
su propio partido, que se oponen al 
mismo y que le piden impulsar cam-
bios radicales y aplicar medidas de 
mano dura. Así, su margen de ma-
niobra es muy reducido, tanto más si 
quiere mostrarse independiente ante 
su mentor, Álvaro Uribe, sin perder 
el apoyo de su partido. En suma, 
Duque no cuenta con un crédito pro-
pio para actuar libremente, como 
Juan Manuel Santos cuando llegó a 
la presidencia.  
 
La mejor muestra de esta tensión la 
ilustra el debate sobre la JEP. A pe-
sar de que su Ley Estatutaria recibió 
el beneplácito de la Corte Constitu-
cional, el gobierno formuló una serie 
de objeciones contra su núcleo doc-
trinal que retrasaron su aplicación 
hasta que el Congreso logró, por una 
apretada diferencia, su aprobación. 
Pero de cara a la implementación del 
Acuerdo, la batalla del Centro De-
mocrático contra la JEP ha supuesto 
que las víctimas no van a poder reca-
bar los testimonios de comandantes 
responsables de graves atrocidades, 
como el atentado contra el Club el 
Nogal bajo dirección de Romaña 
(otro de los disidentes), donde murie-
ron 36 personas y más de 200 resul-
taron heridas.  
 
A nivel territorial, el descontento 
hacia el gobierno también es notable, 
especialmente por la lenta implemen-
tación de las medidas de reforma 
rural y de los proyectos productivos 
de mejora de las comunidades afec-
tadas por el conflicto. Está resultando 
especialmente difícil la relación y 
cumplimiento con los cultivadores de 
coca para la sustitución de cultivos. 
No hay certezas sobre los planes del 
gobierno ante las familias que espe-
ran alternativas de sustitución, ni 
sobre el cumplimiento de los com-
promisos hechos por el anterior go-
bierno. En cambio, es cierto que se 
constata un mayor grado de cumpli-
miento ante las personas reincorpo-
radas de las FARC y, de hecho, se ha 
ampliado la disposición de recursos 
para su mantenimiento. Con todo, no 
se las ha provisto del acceso a tierras 
necesario para garantizar su indepen-
dencia económica, un punto clave 
para desincentivar su paso a la disi-
dencia y a otros grupos armados.  
 
La actitud del gobierno es, por lo 
tanto, un factor muy problemático y 
constituye un riesgo para la paz. 
Ahora bien, ello no justifica la vuelta 
a la vía armada —tal y como han 
manifestado todas las voces demo-
cráticas del país— más aún porque, 
con todas sus dificultades, hay un 
punto fundamental del Acuerdo que 
se ha respetado: el de la participación 
política de las FARC. Según señala 
Sergio Jaramillo (El Tiempo, 2019), 
con el Acto Legislativo 003 de 2017 
el gobierno cumplió con su parte. 





Fue necesario aprobar una reforma 
constitucional para garantizar a las 
FARC un cupo de 10 escaños (curu-
les) de representación, caso de que 
no sobrepasaran el umbral electoral, 
tal como ocurrió. Además se propi-
ciaron las condiciones para la crea-
ción de su partido y se garantizó la 
financiación de sus campañas con 
una cifra superior a los dos millones 
de euros. 
 
Hay que tener en cuenta que, en los 
más de 14 procesos de “desmoviliza-
ción, desarme y reincorporación” que 
han tenido lugar en Colombia, nin-
guna guerrilla ha obtenido tantas 
ventajas para institucionalizarse 
(Centro Nacional de Memoria Histó-
rica, 2017). Y pese a los desencuen-
tros con el gobierno, así lo han reco-
nocido Rodrigo Londoño (Timo-
chenko) y los miembros del partido 
FARC. La esencia de la negociación 
no suponía el desmantelamiento de 
las FARC sino su paso a la política, y 
es lo que se ha producido. La anoma-
lía democrática que implicaba, en 
nombre de la paz, garantizar su re-
presentación en el Congreso aun sin 
obtener voto popular, tuvo lugar (nó-
tese que tanto Márquez como San-
trich llegaron a ser titulares de esca-
ños, si bien el primero no llegó a 
tomar posesión). De modo que la 
vuelta a las armas de los disidentes 
atenta contra la propia democracia, 
puesto que se ponen del lado de 
quienes piensan que el país se cons-
truye por la fuerza de las armas, no 
de la deliberación.  
Impactos y previsiones 
Llegados a este punto procede revi-
sar: i) qué impacto ha tenido la in-
corporación de la FARC política a 
las instituciones; ii) qué reacciones 
políticas ha suscitado el anuncio de 
la disidencia; iii) hasta qué punto la 
guerrilla reactivada tiene capacidades 
militares; y iv) cuáles pueden ser sus 
efectos sobre la seguridad amenazada 
de los líderes comunitarios y los re-
incorporados. 
 
La FARC política 
En la actualidad (septiembre de 
2019) coexisten dos proyectos con-
trapuestos con un mismo nombre, la 
FARC política (Fuerza Alternativa 
Revolucionaria del Común) y las 
disidentes FARC-EP (Fuerzas Ar-
madas Revolucionarias de Colombia-
Ejército Popular). Según se ha avan-
zado, tras el anuncio de la disidencia 
el proyecto integrado en la política 
colombiana ha recibido un mazazo 
en términos de credibilidad, un hecho 
injusto si se tiene en cuenta que el 
90% de los reincorporados permane-
ce en las zonas veredales de transi-
ción y cumpliendo con sus compro-
misos. Además, el 10% restante, 
aunque no se encuentre en las zonas 
veredales dispuestas, no necesaria-
mente ha vuelto a la guerrilla. La paz 
es así una realidad para muchas per-
sonas que han abandonado las armas 
y han retomado sus proyectos vitales, 
emprendiendo nuevos proyectos y 
fundando familias; la búsqueda de 
aceptación social por parte de miles 
de personas que han dejado atrás el 





conflicto no debe ser minusvalorada. 
De hecho, las cifras de deserción son 
relativamente bajas, si se tiene en 
cuenta la cantidad de personas invo-
lucradas en el proceso, las diferen-
cias contextuales y de estructura en 
las diferentes subdivisiones de las 
FARC, o la presencia de otros acto-
res armados que intentan atraer a sus 
filas a los excombatientes.  
 
De cualquier forma, el grupo político 
liderado por Timochenko ha de de-
mostrar que es merecedor de con-
fianza ante un país cuya opinión pú-
blica y electorado nunca le ha confe-
rido un respaldo relevante. El anun-
cio de Márquez ha puesto a la FARC 
en la diana de los críticos y oposito-
res, pese a que el grupo político se ha 
opuesto de manera explícita a la disi-
dencia desde el mismo momento en 
que se dio a conocer. El hecho de 
que los disidentes mantuviesen la 
ficción de que eran fieles al partido 
mientras organizaban su vuelta a las 
armas, así como que empleen las 
mismas siglas, no hace sino sabotear 
al proyecto político.  
 
Las reacciones al anuncio 
Por otro lado, el rechazo a la vuelta a 
las armas por parte de todo el espec-
tro político y de las diferentes orga-
nizaciones sociales involucradas en 
el postconflicto, ha sido contundente 
y generalizado, aunque cabe resaltar 
algunos matices. El Centro Democrá-
tico ha achacado la responsabilidad 
de este regreso a las armas al propio 
Acuerdo de Paz, insistiendo en que 
favorece la impunidad. Por el contra-
rio, los actores que lo respaldan han 
llamado masivamente a fortalecer su 
implementación como la mejor for-
ma de combatir la disidencia. Por lo 
demás, ha sido especialmente rele-
vante el apoyo de la comunidad in-
ternacional comprometida con el 
Acuerdo.  
 
Estas respuestas requieren un análisis 
más minucioso bajo la perspectiva de 
la historia reciente. Como es sabido, 
los detractores del Acuerdo vivieron 
su mayor victoria con el resultado 
negativo en el plebiscito para su re-
frendación. Pero incluso para los más 
críticos, la vuelta al conflicto no era 
una opción (Rodríguez Pinzón, 
2017). Los evidentes beneficios de la 
paz, especialmente la disminución 
radical de muertes violentas tras las 
treguas de las FARC, constituyen un 
argumento imbatible.  
 
Sin embargo, con el anuncio de la 
disidencia, se ha configurado un es-
cenario perfecto para los radicales de 
los dos extremos. Por un lado, los 
disidentes legitiman su decisión 
achacándola a los ataques del go-
bierno; por otro, los partidarios de la 
“mano dura” han encontrado la excu-
sa idónea para combatir el Acuerdo y 
reforzar la vía militar. Concretamen-
te, el Centro Democrático —con el 
senador y expresidente Uribe a la 
cabeza— formuló de inmediato un 
programa sobre los siguientes pun-
tos: extracción de los puntos del 
Acuerdo de Paz de la Constitución; 





eliminación de la JEP; extradición de 
los dirigentes de las FARC; y crea-
ción de un sistema de justicia a su 
gusto. Para conseguir estos objetivos, 
nada mejor que llegar a una situación 
de excepción que, por efecto de las 
actividades de la guerrilla, lleve a 
decretar la “conmoción interior”. A 
partir de ahí se podría impulsar un 
régimen de opinión de reelección 
perenne (Medina, 2019). 
 
Las capacidades de la disidencia 
En cuanto a la capacidad bélica de la 
nueva guerrilla, es preciso establecer 
de forma previa las diferencias con 
las actividades que ejecutaban las 
FARC. La disidencia reactivada es 
pequeña y no puede desencadenar un 
conflicto armado por sí sola. Ahora 
bien, tampoco se debe menospreciar 
su alcance y experiencia. Según el 
anuncio, su transformación operativa 
podría desplazar el conflicto fuera de 
la selva, lo que abre la posibilidad de 
que se produzcan ataques en las ciu-
dades con métodos terroristas. Y 
aunque resulta evidente que cual-
quier acción de esta naturaleza des-
encadenaría un repudio masivo —y 
ningún avance para sus intereses 
políticos—, se trata sin embargo de 
una opción plausible.  
 
Asimismo, la posibilidad de que la 
disidencia se fortaleza representa un 
riesgo elevado. En efecto, se presu-
me que puedan estar fraguándose 
alianzas con otros grupos armados, 
empezando por un acercamiento con 
el grupo de Gentil Duarte. En este 
escenario, tampoco hay que olvidar 
que los equilibrios han cambiado y 
que los disidentes deben renegociar 
su papel frente a los grupos armados 
que se fortalecieron tras el Acuerdo. 
Además, tomados en conjunto, los 
grupos tienen diferentes intereses, 
formas de acción y de financiación, 
lo que hace que sus incentivos para 
aliarse o enfrentarse puedan ser dis-
tintos, de modo no admitirán fácil-
mente que se les impongan condicio-
nes a su estrategias y acciones. 
 
En el anuncio de los disidentes de las 
FARC se hacía alusión al ELN, sugi-
riendo una alianza con este grupo 
más sencilla de afirmar en el discurso 
que en la práctica. En primer lugar, 
porque la nueva disidencia compite 
en protagonismo con el ELN, el cual 
había quedado tras el Acuerdo de paz 
como abanderado del proceso revo-
lucionario armado. En segundo lugar, 
porque compiten por las mismas zo-
nas de acción e incluso por los recur-
sos, especialmente en el territorio 
que hace frontera con Venezuela 
(país que, como se verá, sirve de 
refugio). Y, por último, aunque la 
suma de fuerzas pueda resultar de 
interés para ambos grupos, el ELN 
cuenta con un ala dura que puede 
discrepar con quienes (aunque hayan 
vuelto a la confrontación) aceptaron 
en su momento el diálogo, la entrega 
de armas y la desmovilización.  
 
Al margen de las alianzas, otro as-
pecto central reside en la nada des-
deñable experiencia militar de los 





disidentes y en el conocimiento que 
han adquirido sobre el funcionamien-
to de las instituciones y el Estado. A 
su vez, en relación a sus recursos 
económicos, el anuncio se refería al 
uso de “impuestos” o extorsiones 
sobre latifundistas, al negocio del 
narcotráfico y otros tráficos ilícitos, y 
a la acción extractiva hacia las multi-
nacionales. Pero igualmente pueden 
obtener recursos por medio del con-
trabando en la frontera venezolana o 
contar con activos propios no decla-
rados en el proceso de entrega de 
bienes de la antigua guerrilla.  
 
El problema de la inseguridad  
Finalmente, una de las mayores 
preocupaciones que suscita el surgi-
miento de la nueva guerrilla afecta a 
la situación de inseguridad que 
afrontan los líderes comunitarios y 
los reincorporados En efecto, las 
comunidades ubicadas en zonas de 
conflicto entre distintos grupos ar-
mados no estatales pueden padecer 
un repunte de la violencia y, aunque 
el discurso de los disidentes alude a 
esta situación, su presencia deja a los 
campesinos más expuestos a la vio-
lencia. Téngase en cuenta que la lu-
cha por el control de los recursos 
extractivos y de los corredores de 
tráfico entre grupos armados eleva el 
riesgo de las agresiones. Por su parte, 
también los reincorporados ven ame-
nazada su seguridad, no ya porque 
muchos se encuentren en zonas de 
alta conflictividad, sino porque in-
cluso pueden ser blanco de sus ex-
compañeros de armas.  
A este respecto, las cifras que ha 
suministrado la Fundación Paz y 
Reconciliación registran, entre no-
viembre de 2016 y abril de 2019, un 
total de 91 excombatientes y 26 fa-
miliares asesinados. Según el alto 
consejero para el Posconflicto en 
Colombia, Emilio Archila, los asesi-
natos de los exintegrantes de las 
FARC son el resultado de su reinci-
dencia en actividades ilegales. Sin 
embargo, tres hipótesis contradicen a 
Archila (Jiménez, 2019). 
 
La primera hipótesis sostiene que los 
exguerrilleros reincorporados se han 
resistido a formar parte de otros gru-
pos armados. La segunda hipótesis 
recuerda las operaciones que estaban 
sin concluir en el momento de deja-
ción de armas de las FARC (conflic-
tos en Bajo Atrato, con el Clan del 
Golfo; o en Arauca, con el ELN). La 
tercera hipótesis explica la violencia 
en términos de venganzas por los 
abusos y agresiones contra la pobla-
ción, que habrían sido perpetrados en 
su momento por los reincorporados 
de las FARC.  
 
La aparición del nuevo grupo disi-
dente y su eventual fortalecimiento 
puede incidir en cualquiera de las 
tres hipótesis y agravar la violencia 
contra los reincorporados. Ante este 
escenario, el gobierno tendrá que 
mejorar no solo sus explicaciones, 









Vientos de guerra con Venezuela  
Venezuela tiene una enorme influen-
cia en la gestión del conflicto con los 
grupos armados no estatales de Co-
lombia. Ambos países comparten una 
frontera de casi 2.000 kilómetros y a 
través de ella —debido al flujo co-
mercial y laboral— se ha construido 
una sociedad en buena parte binacio-
nal. Además, la frontera ha experi-
mentado, por parte de los dos países, 
largos periodos de abandono estatal, 
lo que ha desencadenado un fluido 
contrabando de productos, especial-
mente de gasolina de Venezuela ha-
cia Colombia. La frontera es también 
zona de paso de narcotráfico y de 
minería ilegal, incluso de tráfico de 
personas, lo que la ha convertido en 
el emplazamiento de numerosas or-
ganizaciones mafiosas que han esta-
blecido relaciones con los grupos 
armados. 
 
Es cierto que la presencia de las 
FARC en Venezuela no es nueva, 
puesto que se remonta a los años 
ochenta, cuando se desplazaron a 
este país empujadas por la confronta-
ción con el ELN (Echandía Castillo, 
2019). Así, históricamente, Venezue-
la ha operado como una zona de re-
taguardia, pero también de apoyo. En 
este sentido, durante los gobiernos de 
Álvaro Uribe, se acusó a Venezuela 
de proveer apoyo a la guerrilla, lo 
que generó importantes tensiones 
bilaterales. Sin embargo, durante los 
gobiernos de Santos, y gracias al 
proceso de negociación de paz, la 
situación se distendió. No obstante, 
la llegada de Iván Duque a la presi-
dencia ha vuelto a generar fricciones 
a cuenta de la presencia de las FARC 
y del ELN en Venezuela, tanto ma-
yores a medida que la situación polí-
tica en este país ha ido empeorando 
(Insight Crime, 2019)  
 
El papel de Venezuela como garante 
durante el proceso de paz resultaba 
indispensable por su relación de ve-
cindad, pero tenía justamente como 
trasfondo la seguridad que propiciaba 
a la guerrilla contar con un país con 
cuyo gobierno compartían afinidades 
ideológicas —“el bolivarianismo”— 
y que podía proporcionarle apoyo 
logístico, caso de que la negociación 
fracasase. De ahí que, a la luz del 
aumento de la confrontación verbal e 
incluso material entre ambos países, 
Venezuela esté asumiendo un papel 
decisivo, tanto en la reconstrucción 
de la guerrilla como en la relación 
entre el ELN y las FARC disidentes. 
A finales de julio de 2019, Nicolás 
Maduro declaró que Iván Márquez y 
Jesús Santrich —entonces en parade-
ro desconocido— serían bienvenidos 
en Venezuela como líderes de paz. 
Esta declaración supuso una afrenta 
para el gobierno colombiano, dificul-
taba más las relaciones bilaterales y 
secundaba las crecientes sospechas 
sobre la connivencia entre el régimen 
venezolano y la guerrilla colombia-
na.  
 
Con o sin apoyo expreso de su go-
bierno, las guerrillas tienen un te-
rreno abonado para establecer refu-





gios y centros de operaciones en Ve-
nezuela, más aún por las actuales 
circunstancias políticas, el débil con-
trol territorial y la criminalización de 
sus fuerzas de seguridad (Insight 
Crime, 2019). Según la ONG Funda-
redes: “actualmente tienen presencia 
en territorio venezolano 8 frentes del 
ELN, 6 movimientos conformados 
por la disidencia de las FARC y 4 
frentes del Ejército Popular de Libe-
ración (EPL) para un total de 18 gru-
pos guerrilleros y aproximadamente 
una decena de grupos paramilitares o 
parapoliciales” (Fundaredes, 2019). 
 
A la tensión que genera la presencia 
de disidentes de las FARC en Vene-
zuela, se suman otros dos problemas. 
Por un lado, han aparecido imágenes 
de Juan Guaidó, presidente autopro-
clamado y titular de la Asamblea 
Nacional de Venezuela, posando 
junto a paramilitares que podrían 
haberle facilitado su entrada a Co-
lombia en febrero de 2019. Aunque 
es difícil demostrar la relación direc-
ta, el hecho genera incógnitas ya que 
la zona por la que cruzó está domi-
nada por el grupo paramilitar “Los 
Rastrojos”.  
 
El segundo fenómeno estriba en los 
ejercicios militares ordenados por 
Maduro en la frontera con Colombia. 
Ante ellos, Colombia ha solicitado la 
activación del Tratado Interameri-
cano de Asistencia Recíproca 
(TIAR), un instrumento surgido du-
rante la Guerra Fría para responder 
hemisféricamente a intervenciones 
armadas por parte de terceros países. 
La puesta en marcha del TIAR ten-
dría serias consecuencias, especial-
mente porque varias de sus medidas 
no militares ya han sido aplicadas en 
Venezuela. Bien es cierto que Co-
lombia ha evitado responder a las 
provocaciones; sin embargo, parte 
importante del sector político colom-
biano alienta la dialéctica de guerra 
entre los dos países.  
 
La presencia de disidentes de las 
FARC, del ELN y del EPL en Vene-
zuela, sumada a la citada provoca-
ción militar, configura un escenario 
perfecto para crear un clima de opi-
nión que militarice el problema. La 
existencia de dos extremos políticos 
en la fronteras —guerrillas y parami-
litares— que actúan con lógicas 
idénticas, no hace sino incentivar la 
polarización y conduce a un punto 
sin salida que amenaza la posibilidad 
de alcanzar la paz en Colombia.  
 
Conclusiones  
La vuelta a las armas de un grupo de 
disidentes de las FARC liderados por 
Iván Márquez supone un golpe para 
el Acuerdo de Paz y una oportunidad 
que no será desaprovechada por sus 
detractores. Aunque los disidentes 
han renunciado al secuestro, han 
anunciado la práctica de tráficos ilí-
citos y extorsión, y que desarrollarán 
una actitud reactiva contra el go-
bierno, al que consideran opresor. Y 
si bien no cuentan con una capacidad 
militar relevante, suponen una ame-
naza destacable: en primer lugar, 





porque propician una peligrosa pola-
rización política; en segundo lugar, 
porque dificultan el tránsito a la polí-
tica del partido FARC; y en tercer 
lugar —quizás lo más relevante— 
porque impiden que las víctimas 
puedan acceder a la verdad sobre las 
acciones cometidas por los disiden-
tes, y porque ponen en peligro tanto a 
las comunidades que habitan en las 
zonas en conflicto como a los miem-
bros reincorporados de las FARC.  
 
Por si fuese poco, Venezuela se ha 
convertido en una zona de confort 
para la guerrilla disidente, además de 
para el ELN y el EPL. La tensión 
militar entre Venezuela y Colombia 
se realimenta por las diferencias 
ideológico-políticas y las acusacio-
nes cruzadas por la presencia de gru-
pos armados, paramilitares y guerri-
llas. El escenario es incierto y aun-
que no parece fácil que se desate una 
escalada bilateral violenta, esta situa-
ción no favorece la paz, ni la bús-
queda de soluciones para la pobla-
ción fronteriza.  
 
El anuncio de la vuelta a las armas es 
una mala noticia, que además emerge 
en un marco de incipiente crisis eco-
nómica global, que se suma a la des-
aceleración del crecimiento regional, 
y merma la movilización de recursos 
que requieren las medidas sociales 
del Acuerdo, y el “rédito económico 
de la paz” en materia de turismo e 
inversión extranjera directa. Con 
todo, la única opción viable es forta-
lecer su implementación para dejar 
sin argumentos y sin espacio de ac-
ción a la disidencia y a los actores 
extremistas que, “en nombre de la 
paz”, alientan la vuelta del conflicto.  
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